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	Elecciones en EE.UU.:

	• Se refuerza la subordinación como método de resolución de conflictos

• Pérdidas y ganancias en el estado capitalista más desarrollado y en el régimen político más fraccionado


	América Latina

	¿Qué dejó la gira china en la región?
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En este número
El presidente de la Reserva Federal de EE.UU., Alan Greenspan, apodado “el hombre más poderoso del mundo”, suele ser oscuro en sus declaraciones. Sin embargo, a fines de noviembre abandonó este estilo y fue claro: “Dado el tamaño del déficit de cuenta corriente (de EE.UU.), en algún momento debe ocurrir una disminución en la demanda de dólares”, lo que haría “cada vez menos sostenible” dicho déficit. Según un analista de The Economist, esto es equivalente a descubrir que el rey está desnudo, que la política del dólar fuerte y del “sistema” vigente desde los setenta se acerca a su fin, por más que Bush y su secretario del Tesoro se declaren decididos a sostener la moneda estadounidense. Y no sólo se trata de que el dólar pierda valor frente a otras monedas, sino que, además, gradualmente irá perdiendo el papel de moneda de reserva mundial. Las implicancias de esto son enormes. Mientras tanto, baste decir que apenas se insinúa la devaluación del dólar, se afecta inmediatamente a exportadores europeos y japoneses, al tiempo que los demás exportadores asiáticos acumulan reservas para que no se eleve el valor de sus monedas, pero al costo de exponerse a gravosas pérdidas en cuanto se profundice la devaluación del billete verde. El cuadro es inestable y está claro que no puede sostenerse indefinidamente la situación actual, ni tampoco intentar soluciones sin costos gravosos. 

En medio de estos meollos económicos, se agudiza la pelea en la esfera política, pues es ahí donde intentan imponerse las respuestas a la crisis, cuyos costos alguien tiene que pagar. La reciente reelección de Bush en EE.UU. nos sirve para ejemplificar esto, con los aportes de campaña y las agendas políticas, que transparentan la relación entre negocios y política. 

En América Latina, la situación sigue determinada por las definiciones en torno a la integración continental. El desarrollo de una alternativa al planteo hegemónico de EE.UU. se da contradictoriamente, tanto en lo que hace a las relaciones hacia afuera, como al interior de cada país. En el primer aspecto, señalamos el sentido de la visita china –y lo que se acordó con ella– como recurso económico y político para discutir esa integración americana en términos diferentes a los propuestos por EE.UU. El mismo sentido tienen los esfuerzos para conformar una Unión Sudamericana. En este asunto, dentro de cada país, la coyuntura política muestra cómo esa alternativa contrahegemónica refleja equilibrios y contradicciones complejas, poniendo más o menos limitaciones al progreso de transformaciones profundas, que no sólo “limpien” la política sino que atiendan las demandas de las mayorías –que tampoco son homogéneas a lo largo de la región. Tanto hacia fuera como hacia adentro, cada avance refleja esos límites y tensiones. 

A este respecto, ¿qué mejor ejemplo que nuestro país? La pelea por la deuda une a sectores empresarios cuyos intereses divergen frente al planteo de China como economía de mercado. En el plano político, la solidez del PJ en la aprobación de las leyes que precisa el gobierno se deshace con miras a las próximas elecciones legislativas, cruzándose divisiones en (y a) su derecha (menemismo, macrismo, lopezmurphismo) y en la provincia de Buenos Aires (kirchnerismo y duhaldismo). 

Situación Mundial

“He ganado capital político en la campaña y pienso gastarlo. Cuando uno gana tiene la impresión que el pueblo ha hablado y ha adoptado su punto de vista” (C 5/11). Con esta frase, que supone sombrías perspectivas y encierra incontrastables realidades, George W. Bush clausuró la contienda electoral y disipó los posibles sobresaltos que hubiese acarreado la victoria de John F. Kerry. La burguesía en su conjunto respiró aliviada con el resultado: es importante desenvolverse en un escenario previsible, aunque éste presente turbulencias. Observando que “a pesar de todo lo que se habla de la polarización, del dinero que cada partido gastó y de que cada uno le echa la culpa al otro por el estado del país, la diferencia entre las posiciones de los candidatos es, en muchos casos, pequeña. Kerry parece aceptar la mayor parte del legado de Bush” (TE 7/10), es evidente que la mayor preocupación de los empresarios e inversionistas se centraba en evitar otra escandalosa elección
 en la “gran democracia del norte”. Por ende, la principal prioridad era reforzar el sistema y la confianza en él, en un doble sentido. En primera instancia, aquél relacionado con el estado propiamente dicho, consolidando el dominio ideológico de la burguesía
 sobre el conjunto de las otras clases, para imponer políticas que intensifiquen el grado, velocidad e intensidad del proceso de acumulación en el espacio nacional y mundial. En segundo lugar, garantizar la efectividad del régimen político
, es decir, asegurar un equilibrio entre las distintas fracciones de la burguesía en la lucha por la apropiación del valor, en la cuál el componente político es cada vez más relevante. Aunque lógicamente subordinado al carácter de clase del sistema, el espíritu de fracción es la esencia sobre la que éste se desarrolla y es su condición de existencia. Como veremos, el sistema político norteamericano acentúa el enfrentamiento entre fracciones intrínseco del capitalismo. En un sentido capitalista, es el más desarrollado en todo el planeta. Aunque ese proceso inevitablemente conlleve de manera creciente a una depuración global de la burguesía como clase, pues constituye la manifestación política del proceso de concentración y centralización del capital.

Coyuntura Política

Balance electoral: la burguesía restauró la legitimidad del sistema con una panoplia de herramientas

La contienda electoral transcurrió con calma y en orden, pese a las advertencias previas sobre posibles fraudes y a las legiones de observadores, abogados y periodistas que circularon por el país para garantizar la autenticidad del resultado. La participación electoral constituyó todo un récord, ya que concurrieron a las urnas “más del 60% de los estadounidenses registrados
 y en edad de votar. La participación más alta desde 1968, cuando Nixon llegó a la Casa Blanca” (C 3/11). La victoria republicana resultó inobjetable y más amplia de lo esperado, como destacaron los medios y puso en evidencia el inmediato reconocimiento por parte del derrotado. Quizás sorprendió a más de un desilusionado votante demócrata la rapidez con que Kerry desestimó cualquier concurrencia a la justicia para torcer el resultado. Pese a que existieron denuncias de irregularidades, aunque pocas y menores, el senador demócrata por Massachussets prefirió aceptar el veredicto del electorado. Consciente de que el establishment no avalaría otra escandalosa elección y de que su contrincante había obtenido mayor cantidad de votos totales, la opción presentaba el riesgo de constituir un suicidio político, además de no garantizar la llegada a buen puerto. 

Contrariamente a lo que se estimaba, la mayor participación favoreció a los republicanos. Como veremos más adelante, la elección indirecta a través de un colegio electoral echaba por tierra la ecuación mayor participación = victoria demócrata, pues se precisaba que el aumento de los votos fuese regionalmente discriminado. Ambos partidos eran conscientes de los lugares en donde la elección se jugaba. La diferencia fue que los demócratas tuvieron que seducir a un electorado mucho más heterogéneo y eso constituyó una fuente de contradicciones en el discurso electoral, que no fructificó en aquellos estados decisivos con fuerte identidad. Los republicanos, mientras tanto se basaron en una estrategia que apuntó a movilizar al electorado sobre la base de valores morales y espirituales. Constituyó “el arquitecto de la victoria Karl Rove, quien obsesionado porque cuatro millones de evangelistas no fueron a votar en 2000, decidió trabajar para que este año no sucediera lo mismo” (C 5/11). Hábilmente, este asesor, mano derecha del presidente, impulsó en el ámbito nacional el debate de temas como la investigación con células madre o el matrimonio gay, que se decidían junto con otros 158 en sendos referendos en 34 estados. Esto constituyó una maniobra decisiva para conseguir movilizar al electorado, ante la cuál los demócratas no tuvieron reacción, pues, como veremos, la elección se decidía en unos pocos estados con tradición conservadora.

Colegio electoral: articulación entre estado y gobierno 
“Los estados están más polarizados que nunca, y todo por culpa del colegio electoral, un sistema muy cuestionado. El clima lo mostraba con ironía una caricatura de un diario de Ohio, donde el mapa del país sólo albergaba seis estados (Pennsylvania, Wisconsin, Nuevo México, Florida, Nevada y Ohio). Ni noticias de los otros 44. Las presidenciales se deciden indirectamente, por cantidad de votos electorales de cada estado, y no por la totalidad de sufragios obtenidos por los candidatos. Cada estado tiene garantizado dos votos electorales y otros adicionales proporcionales a su población. Ganar un distrito, aún por el más estrecho margen, significa llevarse el total de votos
. Para ganar la Casa Blanca se necesita una mayoría en el colegio electoral, o sea por lo menos 270 de los 538 en juego” (C 1/11). El sistema indirecto de elección presidencial, establecido en los orígenes de EE.UU. como nación, respetaba cierta igualdad política entre los estados, con el fin de compensar las asimetrías en lo económico. La abolición de la esclavitud que siguió a la caída del sur esclavista en la guerra de secesión, derivó en una ampliación de la significación del principio demográfico en la representatividad por una súbita incorporación de los afro americanos liberados. No obstante, una vez más, la letra de la 14ª enmienda (1868) fue divorciándose de la realidad electoral: elecciones cada vez menos representativas pues gran parte del conjunto de la población del estado seguía sin votar, a la vez que otorgaban mejores condiciones para negociar los términos de las posibles alianzas por disponer de mayor cantidad de votos en el Colegio Electoral. Derivadas de las condiciones naturales y geográficas, del avance hacia el interior del continente y del momento de incorporación de esos nuevos territorios como estados a la Unión, la desigualdad de origen en lo económico, está claro, se siguió profundizando inevitablemente –con las peculiares excepciones de Texas y California. Aunque el sistema siguió la evolución del desarrollo económico en el sentido de conceder más peso al componente demográfico (y por consecuencia lógica al económico
), aquél principio originario permitía cierta participación de los estados menores en las decisiones. El federalismo de los comienzos respondía a un estadio del desarrollo capitalista donde los distintos estados y regiones cobijaban en su seno prácticamente la totalidad de las ramas productivas, pues el espacio de acumulación norteamericano era tierra yerma en numerosos aspectos. La actividad política en sentido estricto aún descansaba en personal burocrático de diversa índole. La dinámica del desarrollo determinó que muchas fracciones, por condicionantes propios de la rama y/o de la región, comenzaran a superar progresivamente el marco de desarrollo estatal. La envergadura de la escala se hizo gigante con el correr de los años. Excepto ramas enteramente nuevas, pocas posibilidades existían para que nuevos participantes se incorporasen “libremente” a competir en una rama y región. Sólo los de mayor participación en la apropiación de valor y, por ende, mayor tasa de acumulación, consiguieron saltarse de rama cuando la suya propia les quedó chica o encontró un límite en un rival de peso semejante. En asociación con la rama bancaria, estos capitales individuales comenzaron a tener presencia en la totalidad de los estados. Simultáneamente, el estado federal comenzó a tener mayor importancia en la dinámica política y, por constituir su vía de acceso, el colegio electoral se transformó en el espejo de las alianzas entre las distintas fracciones. Distinguiéndose del todo o nada de éste, el congreso permanecía como el espacio donde la minoría (la alianza derrotada) tenía posibilidades de realizar los llamados a la prudencia en la satisfacción de las necesidades de acumulación de la fracción triunfante. La división internacional del trabajo y las circunstancias históricas que aceleraron y orientaron dicho proceso
 derivaron en la emergencia de ciertas ramas que contaron con la posibilidad de apostar a ambas alianzas enfrentadas en la arena política. Por supuesto, la envergadura de los capitales acumulados por cualquier grupo económico en cualquier rama los hacía financieramente capaces de conseguir ese status. Pero algunas de ellas, por las peculiaridades del desarrollo histórico, fueron bendecidas con una ventaja adicional. En la actualidad, cuatro de ellas resulta imposible que queden afuera de cualquier alianza gobernantes por diferentes motivos. Tanto el triunvirato tecnología, telecomunicaciones y medios, como la rama energética, asientan su carácter imprescindible en su posición en el sistema productivo. El desarrollo de dichas ramas puede transformarse en decisivo para el espacio de acumulación del estado nación, en este caso el de EE.UU., en su confrontación con otros espacios similares. Las otras dos ramas –financiera
 y bancaria y la de defensa y seguridad–, constituyen instrumentos políticos que permiten la realización del proceso de producción, realización y apropiación del valor social. La primera de ellas por ser la “moneda mundial”, es decir, el vehículo que le permite a EE.UU. ser el espacio donde radica la parte principal de la demanda de bienes y servicios a nivel mundial. Mientras que la segunda es el instrumento que permite sostener la confianza en la pervivencia de dicho espacio en las condiciones que está, aunque entre en creciente contradicción con el desarrollo productivo, la productividad de la mano de obra y la tasa de ahorro neto (riqueza total menos deudas) de la sociedad norteamericana.

Junto a estas fracciones conviven otras con una menor capacidad de intervención en el proceso y, finalmente, el electorado. La elaboración de políticas puede descansar en los sectores de mayor envergadura pero necesariamente deben recurrir a la movilización del electorado en cada estado para que fructifiquen las iniciativas emprendidas. La recurrencia de estos factores en la larga historia de los partidos republicano y demócrata, devinieron en aceitadas maquinarias electorales que redujeron los márgenes por los cuáles los candidatos se imponían sobre su rival. Este proceso parece haber alcanzado el paroxismo en estas elecciones, en las cuales por ejemplo “no más de 30 asientos de los 435 en disputa en la Cámara de Representantes presentaban competencia real” (TE 16/9). De esta forma, la mayor parte de la campaña electoral se desarrolló en estados donde el resultado era incierto, al tiempo que los estados que financiaban la misma fueron, paradójicamente, aquellos estados “seguros”, donde la competencia casi no se hizo sentir. Observando los resultados, el mapa electoral carece de discontinuidades: costa oeste, zona de los grandes lagos y costa noreste demócrata, todo el interior más la costa sudeste republicana.

	Estados con mayor cantidad de electores (partido vencedor)
	Nº de electores
	Principales estados en competencia real (partido vencedor)
	Nº de electores

	California (demócrata)
	55
	Florida (republicano)
	27

	Texas (republicano)
	34
	Pennsylvania (demócrata)
	21

	New York (demócrata)
	31
	Ohio (republicano)
	20

	Florida (republicano)
	27
	Winsconsin (demócrata)
	10

	Pennsylvania (demócrata)
	21
	Nuevo Mexico (republicano)
	5

	Illinois (demócrata)
	21
	Nevada (republicano)
	5


 El triunfo del presidente George W. Bush es el éxito de una política de alianzas encabezada por una fracción segura en la ejecución de las tareas necesarias para alcanzar el triunfo y poder ocupar posiciones dentro del gobierno y del aparato de estado. Los recientes reemplazos, entre los que se destacan el de Colin Powell por Condoleezza Rice al frente de un puesto fundamental como el Departamento de Estado, es la atribución que el principal sector de la alianza que respalda a Bush considera pertinente tomarse por conducir la misma. Observemos cómo son los vínculos entre el aparato de estado y el gobierno, con las distintas fracciones de la burguesía.

Los lazos financieros y la formación de los dirigentes como preludio a la ocupación directa de los cargos 

La consolidación de los vínculos entre el estado y los empresarios data principalmente de la primera guerra mundial
. En esa ocasión, la movilización económica para la guerra precisó de la cooperación entre el sector privado y el público. Inicialmente reticentes los miembros del gobierno, principalmente las fuerzas armadas, para la segunda guerra los mecanismos estaban aceitados y sus gestores satisfechos con los resultados. Simultáneamente, las universidades comenzaron a estrechar sus lazos con el mundo empresario: la injerencia de las grandes empresas en la formación terciaria y en la elaboración de los planes de estudios fue el escalón previo a la formación de las instituciones por parte de las empresas
. Las universidades pasaron a ser el epicentro de la formación de los cuadros políticos del conjunto de la burguesía. El acceso a las instituciones terciarias se limitó en función del poder adquisitivo. Aquellos sectores con bajos ingresos vieron en la obtención de una beca la única posibilidad de proseguir los estudios en aquellas universidades con cierto renombre, obviamente privadas. Aquellas universidades estatales que pudieron desarrollarse, lo hicieron en estrecha relación con las necesidades de las empresas más grandes e importantes del estado en cuestión. En definitiva, la formación intelectual generaba esencialmente cuadros políticos, militares y económicos para las distintas fracciones regionalmente determinadas y para el conjunto de la burguesía. En el grado de desarrollo alcanzado en la actualidad, en el cuál todas las ramas consagraron –mediante la concentración y centralización de capital–, empresas gigantes que dominan el sector, poco espacio queda para que el mercado permita la incorporación de nuevos protagonistas. Sólo la invención de ramas productivas enteras, mediante la innovación tecnológica, posibilita el ascenso de nuevos empresarios. La última de ellas, la informática, ya consolidó una élite con injerencia en cualquier nueva iniciativa. Inclusive, es cada vez más dificultoso quedar a resguardo de los intentos de cualquier otra rama, principalmente la financiera, por controlar cualquier nuevo producto o servicio que funcione en el mercado, como demuestra el desarrollo de la biotecnología. Esto es así porque la envergadura de la inversión en capital fijo requerida por cualquier nueva actividad imposibilita iniciativas que no cuenten con un generoso financiamiento que les permita solventar los años de pérdidas en que la inversión madure, es decir, que genere un producto apto para el mercado. Este proceso llevó a todas las ramas a un crecimiento hacia los costados (centralización de capitales en una rama o sector) y hacia arriba o abajo en la cadena productiva (centralización de capitales por sectores productivos). Pronto fue alcanzado un límite a partir del cuál fue necesario forzar el “normal” proceso económico de las fuerzas del mercado. La herramienta política pasó a constituir un imperativo de crecimiento. Aquellas ramas más avezadas y acostumbradas al juego político, por determinadas características que históricamente las acercaban al estado (por ser su principal comprador, por depender de él para obtener las concesiones, etc.) fueron las que primero precisaron colocar sus hombres en puestos clave. Para el resto, fue apareciendo la necesidad al compás de la disputa por la apropiación del valor, cada vez más una ecuación de suma cero. De esta manera, comenzó a registrarse un proceso en el cuál directamente los distintos empresarios y ejecutivos del sector ocupaban posiciones claves. La tendencia, que comenzó con el poder legislativo largo tiempo atrás, avanzó sobre el poder ejecutivo. 

Esta disputa de cargos entre las ramas encontró en el tradicional mecanismo de financiamiento de ambos partidos el catalizador necesario para forjar políticas acordes con las alianzas establecidas, pues aún no se alcanzó un estadio de desarrollo en que una única rama establezca una política absolutamente propia. Observando los aportes de campaña de las principales ramas, debemos destacar varios aspectos:

· el evidente avance republicano en la mayoría de las ramas. 

· el peso del electorado en estados decisivos (sujetos a disputa electoral) en la conformación de las alianzas, como demuestran los magros aportes de las ramas textil y siderúrgica. 

· la importancia del aporte de la rama bancaria y financiera dentro del total y el dispar crecimiento del aporte en las distintas ramas.

	Rama
	Aporte 2004
	% demóc.
	% repub.
	Aporte 1990
	% demóc.
	% repub.

	Financiera (inc. seguros)
	268,7
	41
	59
	57,9
	52
	48

	Leyes (inc. lobbystas)
	169,0
	70
	30
	27,1
	69
	31

	Salud
	100,3
	38
	62
	21,5
	52
	48

	Triunvirato Te-Te-Me
	78,5
	58
	42
	17,0
	58
	43

	Construcción
	58,2
	28
	72
	12,5
	40
	60

	Sindicatos
	52,7
	87
	13
	41,4
	93
	7

	Agroalimentarias
	43,3
	29
	71
	20,6
	43
	57

	Energía y extractivas
	42,6
	25
	75
	18,4
	44
	56

	Automotriz
	16,7
	22
	78
	5,0
	37
	63

	Defensa y seguridad
	13,8
	38
	62
	7,0
	47
	53

	Acero
	1,9
	27
	73
	0,7
	51
	49

	Textiles
	1,3
	38
	62
	0,8
	46
	54


De esta forma, la convergencia creciente de la política y la economía se alimenta de la lucha entre las distintas fracciones por la apropiación del valor socialmente producido. La permanente búsqueda del equilibrio entre las distintas fracciones es la quintaesencia constitutiva del carácter burgués del estado capitalista. En este caso, la permanente actualización de perdedores y ganadores en el reparto del valor, es lo que demuestra su carácter permanentemente móvil. Conscientes de ello, los gestores de política económica elaboran su agenda de prioridades en función de las alianzas que los respaldan, y que con frecuencia determina las de otras alianzas con diversos grados de subordinación a la principal.

Pelea por las ganancias

La agenda republicana: para nosotros todo

Con la rapidez característica de estos tiempos, los medios divulgaron la agenda del nuevo gobierno apenas el resultado estaba asegurado. Obviamente, era conocida previamente a la jornada electoral, pero, por razones de conveniencia, sólo podía leerse entrelíneas. Veamos como apareció en los medios:

Automotrices: la industria con centro en el estado de Michigan (donde triunfaron los demócratas) se opusieron a Kerry pues “impulsaba el incremento sustancial en los estándares de ahorro de combustible
 de los vehículos [...] iniciativa impulsada también por el republicano John McCain [...] se espera que Bush renueve los créditos impositivos para los automotores de tecnología avanzada como los híbridos y se otorguen paliativos para los crecientes costos de salud” (NYT 4/11). 

Defensa y seguridad: “las compañías militares viven una euforia que puede durar poco [...] pues el presupuesto federal puede sufrir algunos recortes si no se resuelve el problema del déficit” (NYT 4/11). De cualquier forma, como vimos, el interés global de la burguesía descansa en gran parte en satisfacer el interés particular de esta rama. 

Finanzas: “cuatro de los principales aportantes a la campaña de Bush provienen de Wall Street -Morgan Stanley, Merryll Lynch, UBS y Goldman Sachs- [...] el sector espera que los recortes temporarios a las ganancias provenientes de las inversiones de capital y sobre los dividendos se hagan permanentes [...] además de considerar que un segundo mandato presentará mejor clima de negocios por iniciativas como la privatización del sistema de seguridad social y por la tendencia de la administración a no interferir en las fusiones corporativas” (NYT 4-11).

Energía: “la búsqueda de la independencia del abastecimiento de Medio Oriente y Arabia Saudita por parte de una administración encabezada por dos ex-petroleros [...] seguirá las recomendaciones del grupo de trabajo sobre energía encabezado por el vicepresidente Dick Cheney en 2001, entre ellas se destaca la exploración del Refugio Nacional de Vida Silvestre del Ártico” (NYT 4-11).

Salud: “los expertos del sector esperan un rol mayor del gobierno en la cobertura médica. Para fines de 2006 se espera que de acuerdo al programa Medicare, el estado asuma la mitad de todos los medicamentos adquiridos en EE.UU. [...] mientras Kerry postulaba el control de precios, la administración Bush continuará con los precios liberados y agregará al sector límites a los juicios por mala praxis” (NYT 4-11). 

Telecomunicaciones: “la Comisión Federal de Comunicaciones enfrenta importantes decisiones [...] se espera que los legisladores continúen favoreciendo las cuatro compañías Bell regionales y los mayores conglomerados de medios [...] al acelerar los pasos a una consolidación del sector” (NYT 4-11).

Como vemos, en la agenda se vislumbra claramente el rumbo general del nuevo mandato de Bush. Asimismo, dicha alianza, la que posee la mayor influencia en el proceso de acumulación, es imitada por otras que se le subordinan. Evidentemente, comparten los mismos intereses estratégicos y usufructúan un momento proclive para utilizar los mismos mecanismos de subordinación de fracciones irredentas.

Seguridad

Costa de Marfil: el neocolonialismo francés de estilo norteamericano

La retórica francesa acerca de las elecciones norteamericanas entra en clara contradicción con los hechos y las acciones del gobierno. La situación en Costa de Marfil es un claro ejemplo de ello. La crisis que afecta a la principal potencia africana del oeste del continente (su PBI representa el 40% de la región) tiene en apariencia los rasgos típicos con que la prensa occidental caracteriza el “caos africano”: una crisis económica en los años ’90, como consecuencia del derrumbe de los precios de su principal producto de exportación (el cacao, del cual es el primer productor mundial) y que motivó un ruinoso endeudamiento gestado por el FMI; y una guerra civil con rasgos étnicos (católicos del sur, en el gobierno, contra musulmanes del norte) desde septiembre de 2002, y que ha motivado el envío de 4.000 soldados franceses (con la presunta misión de proteger a sus ciudadanos) y 6.000 de la ONU. Francia logró imponer, en enero de 2003, un efímero “Gobierno de Reconciliación Nacional”, en el que se concedía cargos clave (Defensa e Interior) a los rebeldes norteños; el gobierno de Laurent Gbagbo nunca aceptó esta situación, y apuntaló una campaña contra la permanencia de Francia en la región, a la que acusaba de complicidad con los golpistas (vinculados especialmente al vecino aliado de Francia, Burkina Faso). A lo largo de todo este año, milicias gubernamentales efectuaron ataques selectivos sobre empresas francesas; el clímax del antagonismo tuvo lugar en noviembre de este año, cuando aviones caza marfileños, en un operativo tendiente a acabar con los focos de rebelión en el norte, atacaron una base francesa dando muerte a 8 soldados de este país. Francia respondió destruyendo la totalidad de la aviación civil y militar marfileña
.

Una serie de datos explican el éxito de Gbagbo, al menos entre la población del sur, al explotar la retórica anticolonial. La descolonización iniciada a fines de la década del 50 no implicó en absoluto la independencia de las antiguas colonias ni en el plano militar ni en el económico. En la zona del centro y noroeste africano, Francia posee bases militares importantes (con flotillas de aviación), en Costa de Marfil, Djibouti, Chad, Senegal y Gabón, e intervino militarmente para definir conflictos armados en Congo (1963, 1997), Gabón (1964, 1990), República Centroafricana (1966, 2003), Chad (1975, 1983), y Djibouti (1991). 

Pero la llave del control francés sobre la economía africana es el franco CFA, la divisa creada en 1945 para sus colonias y que actualmente poseen 14 países independientes, entre ellos Costa de Marfil. A cambio de garantizar la convertibilidad de esta moneda (actualmente “pegada” al euro a un cambio fijo), estos países están obligados a depositar el 65% de sus reservas en una cuenta especial de la tesorería francesa; al mismo tiempo, las autoridades monetarias francesas tienen poder de veto sobre cualquier iniciativa en materia monetaria. Los bancos y empresas francesas tienen garantizada, asimismo, la libre circulación del dinero entre las ex colonias y la metrópoli.

El control incontestable de la política monetaria de estos países sirve así, por un lado, para solventar el déficit francés con el producto africano; la restricción monetaria eleva las tasas de interés y permite a los bancos franceses realizar grandes ganancias concediendo créditos a alta tasa a los gobiernos de la región, cuyos beneficios pueden girar sin restricción alguna a la metrópoli. El derrumbe de la economía marfileña en los ’90 se vio agravado por este dispositivo: el gobierno francés gestionó personalmente créditos del FMI a cambio de la privatización de las empresas estatales y decidió una devaluación de la moneda del 50%. Al mismo tiempo, establecía unos rígidos controles de cambio que aseguraban a Francia (pero no a eventuales competidores) el retorno libre de beneficios. Como resultado, grandes grupos franceses se apropiaron a bajo costo (debido a la devaluación) del petróleo (Total), electricidad y agua (Bouygues), obras públicas (Vinci, Boygues, Setao), transporte marítimo (Bolloré), telecomunicaciones (Telecom), banca (Generale, Lyonnais, BNP-Paribás). 

Detrás del discurso nacionalista del presidente Gbagbo (que incluye la exclusión de derechos políticos para los no descendientes de marfileños) y de la aparentemente llamativa simpatía del gobierno francés para con los musulmanes del norte, lo que está en juego es la capacidad del capitalismo francés para sostener este sistema neocolonial ante la penetración externa. Gbagbo postuló desde los inicios de su mandato (2000) la necesidad de “flexibilizar” el sistema del franco CFA, impulsó una reforma agraria que permitió a capitales norteamericanos adquirir tierras destinadas a cultivos tropicales, amplió el régimen de inversiones extranjeras y anuló la concesión monopólica de que gozaba la Elf Aquitanie (parte de Total), en beneficio de otros gigantes petroleros como Exxon, Shell, Texas Oil y Mobil Oil. Como en el caso del nacionalismo cosaco ucraniano, el nacionalismo marfileño parece operar como una fuerza de choque del capital mundial en las antiguas “áreas de influencia” exclusivas de las potencias menores.

América Latina

Parece ya lejana la reelección de George W. Bush en EE.UU., que los países latinoamericanos siguieron de cerca para saber cómo iba a actuar la primera potencia mundial en el continente. Desde que Bush se declarase ganador se realizaron un número importante de reuniones y acuerdos comerciales haciendo olvidar, por el momento, cuál era el impacto del triunfo del republicano.

Dicho triunfo fue recibido con calma en todos los países y todo parece indicar que la política económica no variará sustancialmente, aunque sí se espera una mayor presión en temas como el ALCA (Área de Libre Comercio de las Américas, que busca imponer EE.UU.) y la seguridad (ya sea el papel que deberán cumplir las Fuerzas Armadas de cada país, como la lucha contra el terrorismo que mantiene como prioridad el gobierno de Bush en todo el mundo). El primero de los temas ya generó rispideces entre el MERCOSUR y EE.UU. Mientras el último aprovechó el Foro de Cooperación Económica de Asia Pacífico (APEC, por sus siglas en inglés) para lanzar sus críticas al bloque sudamericano, el segundo se manifestó en la cumbre realizada por el Grupo Río y en la Conferencia de ministros de Defensa en Quito –ya tratada en el Análisis anterior. 

Sin embargo, no sólo empresarios y líderes políticos regionales están mirando y disputando el poder al país del norte. También se produjo la recorrida por Brasil, Argentina, Chile y Cuba de China en busca de negocios y acuerdos políticos, lo que genera un interesante posicionamiento de estos países en el aparente nuevo mapa geopolítico que intenta configurar el país asiático. Los gobiernos de los países sudamericanos intentan negociar con China en busca de una mayor estabilidad a las economías sudamericanas y, por consiguiente, mayores márgenes de maniobra económica y política frente a EE.UU. y el FMI.
Por esto, los países sudamericanos se aprestan a realizar una cumbre sudamericana para limar diferencias y posibilitar el surgimiento de una “Unión Sudamericana de Naciones”, como definen al proyecto, lo que permitiría negociar con más fuerza los futuros acuerdos por el ALCA y con la UE. Como ya manifestamos los empresarios más poderosos necesitan, para sobrevivir, el acceso a nuevos mercados. Con este objetivo, intentan aunar fuerzas en pos de un acuerdo que los satisfaga.

Pelea por las ganancias 

¿Qué dejó el paso de China por América Latina?

Finalmente se produjo la ansiada visita de China. Su presidente, Hu Jintao, visitó Brasil, Argentina, Chile (en el marco de la cumbre de la APEC) y Cuba.

Sin lugar a dudas, China es una de las economías del mundo que está creciendo con mayor dinamismo, y una de las que está impulsando el comercio internacional en todas las regiones, gracias al crecimiento de los sectores medios y a la apertura económica que está realizando desde la década del '90. Según algunos indicadores, China será la primera potencia mundial hacia 2050. Las perspectivas hasta el año 2015 la ubican con un crecimiento del 8,3% anual, lo que significa que doblará su ingreso per cápita en ese lapso, superando los 6.000 dólares en unos 25 años. 

Pero parte de la vulnerabilidad de China se debe a que este país es importador neto de materias primas y energía, lo que constituye un freno para el crecimiento: A modo de referencia cabe señalar que consume 40% de la producción mundial de cemento, 27% del acero, 25% del aluminio y 7% creciente de la producción de petróleo (Est, 19/11). Por lo tanto, petróleo, gas, carbón, acero, cemento, cobre, soja, carnes y alimentos en general sobresalen en las importaciones que hace China. Justamente en estos productos se han especializado las burguesías latinoamericanas, por lo que un acuerdo con este país puede llegar a ser una nueva panacea, teniendo en cuenta que se pronostica una desaceleración del crecimiento en EE.UU. y la UE. Un recorrido por los distintos países que ya cuentan con inversión china en el continente refleja esta situación: en Panamá, sobresalen las inversiones en el sector naviero, financiero y de transporte; en Venezuela, energía (petróleo); en Perú, minería y pesca; en Brasil, siderurgia, aeroespacial, telecomunicaciones y energía; en Chile, minería (cobre y derivados), pesca, explotación forestal, papel y celulosa (LN, 6/11).

El objetivo de esta gira es, no sólo el intercambio comercial entre países que en algunos casos más que se duplicarán (se calcula, por ejemplo, que el intercambio con Brasil pasará de los actuales 12.000 millones de dólares a 35.000 millones para el 2010), sino las inversiones en infraestructura, puertos, caminos, ferrocarriles, que realizará China en la región por lo que las inversiones, según las propias fuentes del país asiático, se esperan que ronden los 100.000 millones de dólares en los próximos 10 años.

Con Brasil, para enumerar algún ejemplo, se firmaron convenios para la construcción de un polo siderúrgico, reparación y montajes de vías férreas para transporte de materias primas, y ampliación de puertos. Se realizaron acuerdos comerciales para la compra de carnes (algo que Brasil puso como prioridad), soja, alimentos en general, hierro y acero. También se llegaron acuerdos para la construcción en conjunto de un satélite y de etanol (combustible). Por último, China se comprometió a comprar 10 aviones a la compañía brasileña Embraer. Las inversiones se calculan en 8.000 millones de dólares. 

Con Chile, en tanto, se comprometieron a estudiar la posibilidad de firmar un Tratado de Libre Comercio (TLC), tratados que Chile ya mantiene con EE.UU. y Corea, entre otros. Las posibilidades se abren para el sector agroalimentario, productos no tradicionales y la consolidación de las materias primas (Est, 18/11)

Obviamente lo que a China le interesa como contrapartida, más allá de asegurarse estas materias primas y fuentes de energía, es que se la reconozca como “economía de mercado”, en vez de ser una “economía en transición”. Al ser reconocida como economía de mercado, los conflictos se deben dirimir en la OMC, por lo que se anula la posibilidad de aplicar medidas unilaterales por parte de los países que le reconocen este status, sobre todo en lo referido a la política de subsidios que aplica este país y al dumping que ejerce en algunas ramas industriales. 

Por todo esto, la visita no dejó de suscitar reacciones en cada país.

Unidad y Fractura en el MERCOSUR

Los acuerdos comerciales con China generaron grandes temores en los empresarios de todo tenor y peso. Tanto la UIA de Argentin a (Ver página 15) como la Federación de Industriales del Estado de San Pablo (FIESP), la más importante de Brasil, repartieron sendas críticas al ver amenazadas sus propios mercados. Los sectores que más se quejaron fueron los del calzado, textiles y juguetes.

La FIESP criticó las decisiones del gobierno brasileño por la concesión a China de economía de mercado: “La súbita decisión gubernamental que considera a la República Popular de China una economía de mercado, cuenta con la desaprobación de la industria de San Pablo”, afirmaron. Para esta entidad, la decisión política de reconocer a China como economía de mercado coloca a “la industria paulista y brasileña en posición de vulnerabilidad”, ya que según sus opiniones: “es de conocimiento público internacional que los precios domésticos de la República Popular da China no corresponden a los del mercado externo” (Folha da Tarde FDT- FSP, 13/11). Para el presidente del Consejo Exterior de la FIESP, Rubén Barbosa: “si Brasil no se cuida, las importaciones van a aumentar y la balanza comercial se va a desequilibrar”.

Tratando de bajar el tono de la discusión y buscando no poner en cuestión los acuerdos alcanzados, el ministro de Desarrollo del Brasil, Luis Fernando Furlan, que mantiene íntimas relaciones con la FIESP afirmó que: “El Brasil no abrió más de las salvaguardas que tiene, y no abrió más de las aplicaciones de las reglas anti-dumping dentro de las condiciones normales. Brasil también no abre más de las alícuotas de importación, donde los sectores más delicados tienen tarifas más elevadas” (FDT-FSP, 12/11). En la misma tónica el canciller brasileño, Celso Amorim, afirmó que: “En todo acuerdo comercial siempre hay un margen de riesgo para algún sector. De cualquier manera estaremos muy atentos (C, 15/11).

Esta unidad entre los industriales de los dos países más importantes del MERCOSUR, también se hizo palpable ante las críticas lanzadas por el representante comercial de EE.UU., Robert Zoellick, quién calificó a Brasil de incapaz para ser un líder regional: “Brasil no puede mostrarse como un líder regional dado que no entiende que se debe dar para recibir” y que “En el área de Libre Comercio [ALCA] hubo socios no ambiciosos y debimos conformarnos sólo con un acuerdo base que no fue prolífero”, para concluir que “llevaremos el libre comercio a todo el mundo, abriremos mercados, en especial tras nuestra victoria en estas elecciones [en referencia al triunfo en las elecciones de EE.UU.] (LN, 20/11).

La respuesta no se hizo esperar. En primer lugar, Eduardo Duhalde, presidente de la comisión de Representantes Permanentes del MERCOSUR declaró: “Mientras haya subsidios agrícolas que impiden el libre comercio, no hay posibilidad de ALCA” (C, 20/11). El embajador argentino en San Pablo, Sigal, completó: “Nosotros tenemos un punto de partida diferente al de Zoellick. Para él, el ALCA es exclusivamente una zona de libre comercio. Para nosotros es en cambio la posibilidad de reactivación productiva y desarrollo social” (C, 20/11).

Esta unidad también aparece en el intento de crear un fondo común del bloque para solucionar los problemas de infraestructura en los países más pobres como Paraguay, y en la aprobación de que el Banco Nacional de Desarrollo Económico y Social (BNDES) brasileño reconozca como nacionales las piezas de las autopartes que se hagan en Argentina, por lo que esas empresas son pasibles de recibir créditos preferenciales como cualquier industria brasileña. Sin embargo la unidad del MERCOSUR desaparece cuando la propia FIESP en boca de su nuevo representante de comercio exterior, Roberto Gianetti da Fonseca, se plantea si dicha unidad es conveniente a la luz de los fracasos comerciales, impulsando que el MERCOSUR sea más una zona de libre comercio que una unión aduanera a la europea, como les gusta llamar: “el MERCOSUR es un ancla que impide que Brasil negocie por su cuenta con otros mercados y lo obliga a acordar su política comercial externa con socios notablemente menores, como Paraguay y Uruguay” (LN, 13/11).

Entonces, el panorama parece ser: hacia afuera, pelear conjuntamente para cuidar los mercados propios y conquistar nuevos nichos que surjan en las economías emergentes (China e India) o en las desarrollas (EE.UU. o la UE); hacia adentro, los más grandes (en este caso la FIESP) buscan eliminar las trabas que les originan los empresarios más pequeños que hacen lobby y pueden bloquear las futuras negociaciones. Sin embargo, estos últimos son utilizados cuando las transnacionales intentan arrancarles porciones del mercado que ya poseen. 

En esta contradicción se mueven las economías del MERCOSUR, y se desenvuelven los conflictos políticos y las tentativas de unidad que impulsan. 
La importancia de la APEC para los países de la región

Entre el 18 y 21 de diciembre se realizó en Santiago de Chile el Foro de Cooperación Económica de Asia Pacífico (APEC, por sus siglas en inglés), que reunió a 21 presidentes que dan al Pacífico desde distintos continentes. Entre los representantes más destacados se encuentran: EE.UU., Rusia, China, Japón y Canadá. Sólo tres países latinoamericanos participan en este foro: México, Perú y Chile, que en esta ocasión fue el anfitrión.

El encuentro sirvió para que el reciente presidente reelecto, George Bush, realice su primera gira por América Latina, que incluyó también a Colombia (ver más abajo). Debido a la presión del presidente norteamericano se trato más que en otras reuniones la lucha antiterrorista y la proliferación de armas no convencionales (en alusión a Corea del Norte e Irán). En materia comercial, se impulsó nuevamente el papel de la OMC, y el avance hacia la conformación de una zona de libre comercio entre los miembros integrantes para el 2020, cosa que muchos participantes ven muy difícil.

En lo que se refiere al país anfitrión, el foro fue una posibilidad de afianzar la estrategia política económica del país trasandino. Chile es un defensor de los TLC, más allá de quién esté en el gobierno del estado, y éste fue un momento para avanzar en esa dirección. China, Japón, Nueva Zelanda y Singapur, se sumaron a la lista de países que en un futuro cercano podrían firmar nuevos acuerdos bilaterales con Chile (que también negocia un TLC con Noruega, Islandia, Suiza y Liechtenstein (países que forman el bloque EFTA). 

De esta manera, intenta posicionarse entre el MERCOSUR y Asia, mirando una posible integración sudamericana, para negociar de manera conjunta, pero sin mucha simpatía, debido a que las trabas para futuros acuerdos serán mayores. Las principales empresas del país son las que más se benefician con este esquema, siendo ellas las que más crecieron en lo últimos años en detrimento de las pymes, que junto a los sindicatos plantearon fuertes críticas por el alto grado de desigualdad social que genera este modelo de apertura económica (la desigualdad es más grande que en Brasil, estiman).

Esta política generó una acusación del ministro de Desarrollo brasileño, Luis Furlan, que sugirió que a Chile le convenía mirar más al MERCOSUR que hacia el Pacífico (C, 22/11).

Coyuntura Política

Cumbre del Grupo Río y la XIV Cumbre Iberoamericana

Creado en 1986, el Grupo de Río está integrado por 18 países: Argentina, Bolivia, Brasil, Chile, Colombia, Costa Rica, Ecuador, El Salvador, Guatemala, Guyana, Honduras, México, Nicaragua, Paraguay, Panamá, Perú, República Dominicana, Uruguay y Venezuela.

Los principales temas discutidos fueron el multilateralismo y el fortalecimiento de las Naciones Unidas (ONU) en franca oposición a EE.UU.

También tuvo un espacio importante la crisis de Haití y el papel de las “Fuerzas de Paz”, que Lula presentó como un accionar político y militarmente opuesto al papel de las FF.AA. de EE.UU. que operan en otras regiones (en alusión a Irak y Afganistán). Para Chávez, presidente de Venezuela, el accionar de la ONU es vergonzoso ya que “el gobierno de Haití carece de legitimidad por haber sido impuesto por los EE.UU.: derrocaron a su presidente legítimo, Aristide, y lo llevaron a África, en donde lo dejaron como una carga” (FDT-FSP, 5/11). Chávez propuso una “invasión humanitaria en Haití, con médicos, ingenieros, medicamentos, alimentos, agua y combustible” (FDT-FSP, 5/11).

En el terreno político el presidente venezolano, propuso para el país más pobre del continente la conformación de una Asamblea Constituyente, cosa que el canciller brasileño, Celso Amorim, no descartó en promover. 

Por último se trató la creación de nuevos medios de financiamiento para el desarrollo de los países de la región, que posibiliten no depender tanto de los organismos multilaterales de crédito (FMI, BID o Banco Mundial), cosa que no se pudo lograr. 

El encuentro permitió limar las últimas asperezas para la cumbre que se realizará en Lima el 8 y 9 de diciembre. Allí se impulsará la Unión Sudamericana de Naciones, que se proyecta como una alternativa política y un espacio para anudar fuerzas en vistas a las futuras peleas comerciales. 

En tanto, la XIV cumbre Iberoamericana no tuvo la relevancia de otros años, debido a la ausencia de varios presidentes de peso: Lula, Chávez (que faltó por el asesinato del fiscal que seguía el proceso contra 400 golpistas), Lagos (en el foro de la APEC), Fidel Castro y el presidente de Portugal. Kirchner sólo accedió por un pedido expresó del Rey Juan Carlos, para darle relevancia a la cumbre. 

El tema central que atravesó la cumbre fue la educación, que fue definida como un “derecho humano inalienable” y “fundamental para promover el desarrollo y la equidad”. Los países participantes propusieron el cambio de la deuda por educación –propuesta apoyada por España– y la conformación de un centro de estudios con sede en Madrid, en la que España aportaría el 80% de los recursos.

También se volvió a plantear la importancia de una Unión Sudamericana de Naciones, que también contó con el visto bueno del presidente español, José Luis Rodríguez Zapatero.

Veamos entonces cuál es la situación política en Sudamérica previa a la cumbre que se realizará en Perú.

El mapa político en el cono sur: contrahegemonía, relaciones de fuerza y contradicciones.

Venimos analizando en las últimas ediciones cómo las relaciones políticas en América Latina han cambiado en los últimos años. La contrahegemonía a la política norteamericana para América Latina se afirmó en diferentes lugares, con objetivos, procesos y contradicciones internas diferentes, que hacen al desarrollo histórico de cada expresión. Sea por un proyecto político claramente alternativo y enfrentado a EE.UU., o por la combinación de alguna alternativa con algunas continuidades, se expresa una relación compleja entre los intereses de las mayorías y los de los sectores dominantes, que se han reacomodado en el esquema económico internacional y que han subordinado la pelea de los primeros.

Intentemos desentrañar cuáles son esos procesos, que poseen contradicciones y objetivos diferentes. Esto hace a la no homogeneidad del proceso contrahegemónico latinoamericano. En esta edición analizaremos la contienda electoral en Brasil, Venezuela, y agregaremos algo sobre Uruguay
.

Brasil: nuevo esquema político, 
nuevas contradicciones

Habíamos adelantado que las elecciones de octubre en Brasil, si bien disputaban poder sólo a escala local, eran relevantes por las proyecciones políticas que se pueden realizar. En relación a ellas desarrollaremos aquí que ese resultado electoral es expresión de un proceso político que muestra algunas situaciones a tener en cuenta, tanto dentro del Brasil, como hacia el conjunto de la región. Eso tiene que ver con que se necesita “limpiar” a la clase política tradicional, más allá de cómo sea la relación de fuerzas de quiénes componen las alianzas políticas que gobiernan. 

Por un lado, el Partido de los Trabajadores (PT) de Lula se ha consolidado a nivel nacional. Por otro, ha perdido la alcaldía de la ciudad de San Pablo, la más importante de todo Brasil, en manos de la oposición, el Partido Social Demócrata Brasileño (PSDB) del ex presidente Cardoso. Ambas fuerza políticas no tienen más de veinte años cada una. A su vez, ambas expresan alianzas sociales que están relacionadas con sectores concentrados de la economía. Una sin mayores conflictos en su interior; la otra, con grandes contradicciones internas y con expresión en la fuerza política que conduce el gobierno del estado, el PT. 

Breve racconto 

En enero de 2003, de la mano de Lula, un partido político nacido de un sector del sindicalismo –sin vinculaciones con los partidos tradicionales que gobernaron el Brasil– llegó al gobierno del estado por primera vez. Otrora metalúrgico, el actual presidente tuvo que realizar acuerdos electorales con partidos políticos originariamente opuestos al PT, como es el caso del Partido Liberal (PL) del vicepresidente José Alencar –uno de los empresarios industriales más poderosos de América Latina. ¿Qué unía a ambas fuerzas que representaban intereses opuestos? Un enemigo en común: la política económica llevada a cabo por el ex presidente Fernando Henrique Cardoso vinculada a los organismos multilaterales de crédito, alineada en el liderazgo global de EE.UU.; a pesar de que al mismo tiempo se comenzaba a dar una mayor discusión a la imposición del ALCA –al menos como búsqueda de “mejores términos” para la industria brasileña– y de que Cardoso lanzaba la primera reunión de presidentes sudamericanos en agosto de 2000, justo cuando Clinton lanzaba el Plan Colombia en Cartagena. 

Ahora bien, desde que Lula llegó al poder –si bien en cuanto a política comercial y regional solidificó una dirección política con países opositores a EE.UU. y afianzó el MERCOSUR a pesar de los desequilibrios internos con Argentina– en materia económica no ha roto la alianza con los sectores más concentrados de la economía, básicamente el sector financiero vinculado a capitales extranjeros. Si Lula es expresión de los trabajadores, y Alencar de los industriales, la expresión en el gobierno del estado del sector más concentrado de la economía es el presidente del Banco Central del Brasil, Enrique Meirelles, ex diputado por el PSDB de Cardoso, graduado en Harvard y también presidente del Bank Boston de EE.UU., artífice de la política ortodoxa en materia financiera. 

Dicha alianza social en el gobierno del estado es algo complejo de explicar. Hasta ahora el timonel de la misma es el propio presidente –y los sectores sociales que representa– como así también el sector calificado de ortodoxo, el financiero. Podemos afirmar que los sectores industriales fueron los más perjudicados, al menos los que destinan su producción al consumo interno–ver números de la economía brasileña en los Análisis de 2003.

¿Qué pasó entonces en las elecciones del 31 de Octubre? En esta contienda electoral se empezó a consolidar un nuevo escenario político. Por un lado, el PT se afirma como partido nacional y con bases locales en todo el país, pasando de controlar 185 intendencias a alrededor de 500. Eso expresa una aceptación de los sectores populares hacia Lula, en sintonía con una economía que lentamente ha comenzado a crecer. Pero, por otro lado, se consolidó el PSDB, como oposición a Lula. La disputa entre Marta Suplicy y José Serra en primera y segunda vuelta electoral por la alcaldía más importante del país, San Pablo, fue el reflejo de esa pelea política entre estas dos fuerzas, en la cual el PSDB se alzó con una victoria importante. La cuestión es que en ambas fuerzas políticas parecen descansar sobre intereses similares. Una con contradicciones entre fracciones sociales encontradas. La otra con menos contradicciones o sin disputa a la hegemonía de los sectores financieros que apoyaron claramente a Cardoso en el anterior gobierno. 

Qué significa el nuevo bipartidismo. 

Este nuevo “bipartidismo” expresa dos tendencias. Una de ellas es la recién mencionada al interior del gobierno y los sectores a los que representa, ya que éste oscila con gestos contradictorios entre los intereses que supuestamente representa. Esto se ve más claramente si atendemos al actual contexto de las relaciones de fuerza en Latinoamérica donde la contrahegemonía hacia EE.UU. y el modelo de los ‘90 inspirado en el Consenso de Washington es cada vez mayor y permite refuncionalizar en manos de sectores dominantes posiciones políticas que pueden ser similares a las de gobiernos que expresan alianzas sociales donde –más allá de contradicciones internas existentes también– mandan los sectores populares, como es Venezuela. En este sentido, en los primeros días de octubre el mismo presidente del Banco Central, Meirelles, hizo pública la declaración de que “Brasil piensa abandonar la tutela del Fondo Monetario” (C 1/10), al menos en los acuerdos de superávit fiscal y los tiempos que plantea dicho organismo. ¿O los sectores populares dieron una pulseada mayor, o es que los sectores concentrados de Brasil ya no necesitan de esa alianza con el capital financiero internacional y se aprovechan de las relaciones de fuerza en la región para sacar una tajada mejor? Lo cierto es que el gobierno de Lula es uno de los más contradictorios en su camino, liderando una política regional que frenó el ALCA, pero siendo el mejor alumno del FMI, a la vez que recibiendo apoyo popular masivo –que sin embargo mermó en las zonas industriales, origen y base del PT. 

Una muestra de esta contradicción es aquella declaración del Meirelles como síntesis del espacio que otorga la contrahegemonía. Pero, por otro lado, en el mes posterior a las elecciones, se alejó el presidente del BNDES, Carlos Lessa, a raíz de diferencias con Meirelles y con el Ministro de Hacienda Palloci –hombre elogiado por el FMI por su política fiscal y muy influyente sobre el presidente Lula. A su vez, a fines del mes de noviembre en una reunión de ministros y secretarios de gobierno, el presidente advirtió cambios más profundos que pueden dar lugar a la entrada de hombres extrapartidarios: “el objetivo de Lula sería ‘despetizar’ el gobierno ofreciendo a otros partidos de la coalición más carteras”, (C 27/11). Otra salida importante fue la del sacerdote Frei Betto, asesor de Lula en política social y artífice con el presidente del plan Hambre Cero. Es posible esgrimir que, en este esquema latinoamericano, el PT, a más de un año y medio en el poder y consolidado por el resultado electoral, tiene cierta autonomía otorgada por el esquema regional contrahegemónico, pero a la vez, no se aleja en absoluto de los sectores que supuestamente llegó para combatir. 

La otra de las tensiones es entre las dos fuerzas políticas, que aparecen como contradictorias pero, como demostramos, no lo son en la práctica. Pueden ser la expresión de un mismo dominio que, por un lado, integra la “cuestión social” para lavar el modelo de los noventa y se apropia de los beneficios de la contrahegemonía –el PT–; o que, claramente, se aleja de la integración de los sectores populares y quiere reapropiarse del gobierno del estado en forma directa –el PSDB. 

Ahora bien, de ambas formas, tanto el PT como el PSDB desplazaron a los tradicionales Partido del Movimiento Democrático Brasileño (PMDB), del ex presidente Sarney, que conserva mucha presencia en regiones del interior pero perdió trascendencia a nivel nacional, y al Partido del Frente Liberal (PFL) de derecha e identificado con los sectores de grandes “caudillos” del interior, siendo uno de los partidos que habían sostenido a Color de Mello hace una década. Ambas fuerzas tradicionales también se alinean con el PT y el PSDB. En el primer caso, el PMDB es aliado del PT en el Congreso y posibilitó los votos para las principales leyes de Lula; en el segundo caso, el PFL apoyó a las fuerzas del PSDB en contra del PT en algunos distritos y en el Congreso también. Esto es, también al igual que en otras regiones de América Latina, una expresión de oposición a la que se conoce como la “veja política”, que aunque la nueva tenga mucho de esa vieja, el cambio expresa el agotamiento de los ciudadanos ante las expresiones partidarias de determinadas políticas económicas y sociales que eran puestas en jaque por la mayoría de la población y que alteraban, eso tan común de escuchar cada vez que había un conflicto, la gobernabilidad. 

Otras elecciones, otro esquema, 
las mismas contradicciones. 

En la edición anterior analizamos detalladamente los resultados de las elecciones en Uruguay, es decir, el triunfo de Tabaré Vázquez, por la coalición Encuentro Progresista-Frente Amplio-Nueva Mayoría. Allí esbozamos una serie de conclusiones: afirmación de otro eslabón en la tendencia contrahegemónica; ruptura del bipartidismo tradicional; ascenso de una fuerza nueva con una construcción diferente; sectores sociales a los que representa esa alianza política; y por último, las contradicciones existentes entre ellos. Justamente sobre esta cuestión nos vamos a detener brevemente. Habíamos insistido en que el nombramiento para la cartera de Economía del senador Danilo Astori, representaba a intereses ligados al capital y no a los sectores populares que apoyan y construyeron el Frente Amplio
. Sólo cuando sea gobierno a partir de marzo de 2005 podremos analizar con hechos concretos quién domina en la alianza social que expresa esta fuerza política. Algunos lineamientos de la futura disputa se prevén en el flamante nombramiento del líder de los ex tupamaros, José “Pepe” Mugica como futuro ministro de Industria y Ganadería. Mugica y su sector político –el Movimiento de Participación Popular– dentro del FA fueron esenciales en los votos de los sectores populares y de sectores del interior ligados a la tierra, desde pequeños chacareros hasta peones de campo. 

Lo cierto es que Uruguay también muestra que la construcción de relaciones de fuerza, en este esquema latinoamericano, contiene alianzas contradictorias, a la vez que renovación de las fuerzas políticas tradicionales luego de un alineamiento de las mismas a la política de los noventa. 

Triunfo y muerte en Venezuela

La holgada victoria del Frente Bolivariano que encabeza Hugo Chávez (a pesar de una abstención que se mantuvo en los valores históricos del 60%) en 22 de las 24 gobernaciones, más las alcaldías de las principales ciudades, entre ellas la de Caracas, permite consolidar el proyecto bolivariano, ya que este triunfo, genera los mecanismos para ir destrabando los innumerables escollos que aplicaba la oposición desde el control de las gobernaciones y municipios. 

Esta alianza en el gobierno del estado, se diferencia de los dos casos anteriores –y del resto de Sudamérica– por el dominio de la fracción que encabeza Chávez, la cuál impulsa una serie de reformas profundas: ley de tierras, ley de hidrocarburos, plan de alfabetización y de salud a nivel nacional, el impulso de la Unión Sudamericana, como complemento de economías más que como competencia, y la franca oposición al ALCA, entre otras cosas. Y todo esto choca abiertamente con los sectores empresariales más acomodados, la burocracia sindical, la prensa y sectores de la iglesia católica. 

Luego de la derrota de la oposición en el referéndum del 15 de agosto y en los comicios por las gobernaciones e intendencias, se volvieron a acentuar los enfrentamientos entre gobierno y oposición. La manifestación más clara fue el asesinato de Danilo Anderson, fiscal que llevaba la causa contra 400 personas que habían participado del golpe de estado contra Chávez en abril de 2002. Anderson era el encargado de imponer las penas hacia los implicados. Este fue un duro golpe al gobierno y otro aviso de que la oposición no descansará hasta ver a Chávez fuera del poder.

Colombia: El Gran Hermano garantiza su protagonismo

Tras el foro de la APEC, y luego de amenazar a los países del bloque sudamericano por no aceptar al ALCA, Bush hizo escala en el país de la región más comprometido con Washington: Colombia.

Este país, atravesado por una guerra civil que lleva 40 años, y que mantiene literalmente partido al territorio colombiano, es la entrada de EE.UU. en la región, ya que destina no sólo ayuda económica sino militar (con presencia de tropas sin permiso para intervenir, pero sí para adiestrar) de gran importancia para el estado colombiano en la lucha contra las guerrillas del país. La prioridad de Bush, que incluyó a las FARC y al ELN como organizaciones terroristas (al igual que los paramilitares) es seguir con la misma política: “Desde el año 2000 cuando comenzamos con el Plan Colombia, los EE.UU. han ofrecido 3.500 millones de dólares en asistencia vital, y continuaremos entregando ayuda (…) El Plan Colombia goza de apoyo bipartidista en mi país” (LN 23/11). 
Centralizar operativamente la voluntad represiva. 

Días antes de la llegada de Bush, el Comandante de las Fuerzas Militares, general Carlos Ospina, anunció una reforma muy profunda en el campo operativo de sus fuerzas. Ahora el Comando Conjunto de las Fuerzas Militares (antes Comando General, con tareas más restringidas) coordina todas las acciones militares del país. El alto mando concretizó este cambio en el interactuar del Ejército, la Armada y la Fuerza Aérea en la región del Caribe, compartiendo recursos e información: “si el Comando Conjunto del Caribe funciona a largo plazo todo el país va a quedar organizado en comandos de este tipo, hay que optimizar recursos y hay que, regionalmente, centralizar esfuerzos y entrenamiento para poder actuar de manera centralizada”, expresó el general (ET 21/11). El modelo a seguir es el de los Comandos Combatientes de EE.UU. o las más humildes Fuerzas de Tareas Conjuntas ecuatorianas que apoya y financia el país del Norte. En todo este despliegue Ospina no descarta la creación de una Fuerza de Tareas en la frontera con Venezuela.

Siguen los ruidos en las fronteras 

En torno al refuerzo de las fronteras y descartando una carrera armamentista, se pronunciaron Carlos Rodolfo Santiago, el embajador venezolano en Colombia, y el ministro colombiano de Defensa Jorge Alberto Uribe. Este último justificó la adquisición de 24 aviones de combate, contemplados por el Plan Colombia. El primero, en tanto, legitimó la compra de 100.000 fusiles y 40 helicópteros rusos en “reemplazo de equipo obsoleto”. Ambos resaltan la preocupación de problemas internos, descartando animosidades entre vecinos. Lo cierto es que la reciente muerte de tres colombianos y un venezolano, en Rubio (estado venezolano de Táchira y parte de la frontera con Colombia, que se extiende por 2219 Km.), contribuye al crecimiento del embrión de conflicto que ya tuvo sus manifestaciones anteriores.

La posición que ocupa el ELN, en el departamento de Arauca, limítrofe con Táchira, lo convierte en foco de las acusaciones de las autoridades colombianas. El ELN las rechazó afirmando que el choque armado con la Guardia Nacional venezolana lo dieron: “paramilitares relacionados con los servicios de inteligencia castrense de Colombia que intervenían en casos de extorsión a comerciantes de Rubio”(ET, 26/11).
Libertad capturada/Reinsertar al desmovilizado

Mientras, los Halcones de Washington catalogan en su lista de grupos terroristas a las FARC, ELN y las Autodefensas Unidas de Colombia (AUC), veamos cómo se manifiesta esto en el tratamiento jurídico-político del gobierno del Estado colombiano.

Con la captura de 20 presuntos guerrilleros de las FARC, se anunció el desmantelamiento de una célula insurgente en el departamento de Quindío (con fuerte presencia de las FARC). Esto, sumado a la pronta extradición a EE.UU. de ‘Simón Trinidad’ (Ricardo Palmeras, uno de los 22 miembros del Estado Mayor de las FARC), endurecería la postura de la guerrilla en el contexto del Acuerdo Humanitario y el accionar del Plan Patriota (Análisis nº 52), por lo que se cierra el paso a un acuerdo posible en las futuras negociaciones.

En una misiva, las FARC ofrecen dos nuevos municipios, fuera del área de acción de sus tropas y bajo la orbita del Plan Patriota, que apoya el Comando Sur de EE.UU. En el mismo comunicado, caracterizan la extradición como una practica indigna de renuncia a la soberanía, por lo que se convoca a la Iglesia Católica, la ONU y la Cruz Roja a involucrarse en el proceso. Inmediatamente después de este documento, el gobierno colombiano “liberó”, mediante indulto, a 23 guerrilleros, no revelando la identidad de los beneficiados, que automáticamente entran al programa de reinserción social del gobierno. Con esta “actitud” buscan supuestamente, en las FARC, un acto de corresponsabilidad. El ex comisionado por la Paz de la administración Pastrana (presidente entre 1998 y 2002), Camilo Gómez dijo: “¿Será que vienen las liberaciones masivas de paramilitares?” (ET 2/12), haciendo trascender las históricas vinculaciones entre Uribe y las AUC.
Mientras la retórica discursiva del Acuerdo Humanitario no encubre el avance represivo del Plan Patriota, el Proceso de Desmovilización de las AUC tampoco oculta la recuperación de estos elementos sociales, contemplados por el Plan “Convivir” (Véase Análisis n° 53). 

En el tratamiento al líder de los paramilitares AUC se verifica la estrategia del gobierno colombiano. El líder de las AUC, Mancuso, fue autorizado por la Corte Suprema de Colombia a ser extraditado a EE.UU., pero fue ratificado como un negociador clave para el proceso de paz que intenta imponer Uribe, por lo que su extradición fue suspendida. Mancuso ocupa un lugar central en el proceso de desmovilización y reincorporación ‘legal’ de estos elementos armados a la sociedad, blanqueando a los paramilitares. 

De esta manera el intento de sanear el aparato represivo ilegal, legitimándolo al interior del cuerpo social, se hace notorio en la presencia de 600 estudiantes, seleccionados por la universidad La Gran Colombia, en el Ralito, espacio de desmovilización de distintas facciones de las AUC. Todo esto con miras a que la educación superior sea gestora del proceso de Paz. Acerca de ello se expresó la voz de un estudiante: “No hay garantías para plantear nuestro punto de vista de manera abierta. En la practica siguen dándose los asesinatos, las desapariciones, las matanzas (…) Con este viaje se está buscando legitimar el proceso con las AUC” (ET 25/11). 

En otras palabras: el gobierno –a través del ejército y el poder político– intenta incorporar a las AUC al nuevo proceso de avanzada sobre la guerrilla, apoyado todo este intento por los dólares que llegan desde EE.UU. en carácter de ayuda bajo el rótulo del Plan Colombia. 

Argentina

Dos acontecimientos fundamentales trazaron la coyuntura nacional el mes pasado. Por un lado, los centros del capital financiero estrictamente foráneo trabaron las negociaciones por la salida del default, retrasando el canje de deuda a nivel local y mundial. El gobierno argentino se vio obligado así a suspender hasta marzo del año próximo las revisiones de acuerdos con el Fondo Monetario Internacional. Por el otro, desembarcó en el país el presidente de la República Popular China, Hu Jintao, trayendo debajo del brazo principios de acuerdos por inversiones y negocios millonarios. Como no podía ser de otra manera, la profundización de la relación con el gigante asiático, configurada como estratégica, disparó la necesidad de la burguesía agraria más concentrada de subordinar al resto de las fracciones de la clase en su empresa por conquistar nichos propios en el mercado mundial, a cambio de liquidar amplios sectores de la industria local. 
Mientras tanto, la expresión política de la unidad ante el frente externo quedó plasmada en dos leyes: el otorgamiento al ejecutivo de los “superpoderes”, y la prórroga de la emergencia económica.

Sin embargo, esta unidad estalla cuando analizamos la política doméstica, y el epicentro de la explosión parece ser el mismo: tanto la conformación de una fuerza de centro derecha entre López Murphy, Macri y el menemismo, como la disputa entre el kirchnerismo y duhaldismo en la provincia de Buenos Aires, giran en torno a la interna del peronismo.

Pelea por las ganancias

Se posterga la salida del default

Tras un año de durísimas negociaciones, el gobierno argentino determinó que la fecha para el lanzamiento, en Buenos Aires, del histórico canje de la deuda en default sería el lunes 29 de noviembre. Luego, la operación debería seguir su curso en el exterior a través de un grupo de bancos de primera línea que, básicamente, se encargarían de tomar títulos de deuda “viejos” a cambio de “nuevos” (que incluyen una quita de la deuda aproximadamente del 60%). Según este cronograma, el gobierno cumplía así con uno de los principales requisitos exigidos por el Fondo Monetario Internacional, antes de retomar las negociaciones bilaterales (suspendidas desde agosto del corriente año). Sin embargo, el abandono de la cesación de pagos continúa en veremos, y el acuerdo con el FMI se “pateó” para marzo del 2005. ¿Qué fue lo que pasó entonces?

Los centros del capital financiero, acreedores del país, supieron alterar el esquema diagramado por el gobierno trabando el inicio del canje en EE.UU. y en Italia; retrasando en consecuencia la apertura de la oferta a nivel local e internacional. 

Por un lado, la Comisión de Valores de Italia (CONSOB) exigió más tiempo para llevar a cabo la transacción, pateando el diálogo hasta el 20 de diciembre. Hemos visto en Análisis anteriores que en dicho país los acreedores están fuertemente divididos entre un conjunto de bancos de primera línea –representados por el intransigente Nicola Stock– y los bonistas particulares, muchos de ellos jubilados, que invirtieron parte de sus ahorros en títulos de deuda argentina. Estos últimos consideran que los bancos compatriotas cometieron el desfalco de venderles papeles de deuda “envenenados”, es decir, concientes de su insolvencia. La presión de varias centenas de miles de pequeños bonistas ha llevado a banqueros y gobernantes italianos a conducir la intransigente oposición a la renegociación argentina, tanto al interior del Fondo como del poderoso G-7. Es significativo que el mes pasado el G-7 haya podido presionar a la Argentina, exigiéndole que actúe “de buena fe” a través del G-20, nucleamiento mayor que incluye a países como Brasil, México, India, China y a la propia Argentina, entre otros. Ante el “faltazo” de la comitiva argentina a la reunión de los 20 en Berlín, el secretario de finanzas alemán acusó al gobierno de “aislar aún más” al país (LN 1/12).
Pero fundamentalmente, la clave del boicot contra el programa de canje se ejecutó, como no podía ser de otra manera, en EE.UU. Allí, el Bank of New York renunció súbitamente a operar como agente encargado del cambio de deuda vieja por nueva. La competencia de un banco agente en EE.UU. es condición necesaria para que la Comisión de Valores norteamericana (SEC, por su sigla en inglés) apruebe y permita la realización del canje. Al mismo tiempo, la evaluación de la SEC es el referente de las comisiones de valores del resto del mundo, por lo que sin su visto bueno la renegociación completa a escala mundial se congela. 

Este “efecto dominó”, desfavorable para el gobierno nacional, concluyó con la caída de una última pieza: la postergación del acuerdo con el FMI. Sin acuerdo, el Tesoro nacional deberá utilizar 1.000 millones de dólares de sus reservas para saldar pagos, sin devolución, al organismo. 

Ante esto la unidad de la burguesía autodenominada nacional, cuyo interés común es que a los acreedores privados del Estado se le transfiera la porción más pequeña posible de la riqueza social nacional, se expresó, una vez más, en los ataques del presidente Néstor Kirchner y del ministro de Economía, Roberto Lavagna, al FMI. Fue el primer mandatario quien sostuvo que el Fondo debe darse cuenta “de que sus recetas fueron absolutamente negativas” y realizar “una autocrítica en serio, porque cada vez que el Fondo hace una autocrítica es una mera reunión de burócratas” (LN 1/12). 

Pero uno de los puntos de confrontación más importantes del mes pasado, y que también sintetizó la unidad a la que hacemos referencia, tuvo que ver con la respuesta que dio la Cancillería al gobierno italiano. Leído por el propio canciller Rafael Bielsa ante el embajador italiano, Roberto Nigido, el documento criticó en muy duros términos al gobierno de Berlusconi por trabar sistemáticamente, al interior del G7 y del FMI, la negociación llevada a cabo por la Argentina. Entre los ejemplos más ruidosos, se denunció al gobierno italiano por su alineamiento directo detrás de un determinado grupos de acreedores. Se trata del conducido por un hombre del Banco di Roma: el intransigente Nicola Stock. En su lectura, Bielsa sostuvo: “Cada vez que nuestros negociadores visitan Roma tienen que desdoblar su agenda: por un lado, reuniones con Stock; por otro, con los distintos grupos. Los otros acreedores se rehúsan a sentarse junto a Stock, a quien consideran un representante de los bancos que les vendieron los bonos, en muchos casos con conocimiento acabado de la fragilidad de la situación argentina” (LN 3/12). 

En este atribulado contexto, que incluye la negativa de los capitales foráneos a invertir en el país hasta que no se le garantice un nivel “aceptable” de libertad de movimiento, desembarcó en Buenos Aires el presidente de China, Ju Hintao, y una extensa comitiva con sustanciosos acuerdos de inversiones y negocios a mediano plazo debajo del brazo. 

Hacia los previsibles acuerdos con China

La firma de las distintas cartas de intención entre los gobiernos argentino y chino sólo puede entenderse como parte del ingreso de China a América Latina. La entrada histórica del “gigante asiático” al “patio trasero” de EE.UU. supone inversiones en el continente por 100.000 millones de dólares. Luego, sus negocios con la Argentina implican un programa de inversiones por diez años que alcanza los 19.700 millones de dólares. Semejante suma de dinero se orientaría hacia las áreas de ferrocarril, comunicaciones, tecnología satelital, hidrocarburos, vivienda e infraestructura. Además, Jintao se comprometió a elevar el actual nivel de compras a la Argentina de 2.500 millones de dólares a 6.500 millones en cinco años, levantando restricciones sanitarias al ingreso de alimentos, carnes, granos, frutas. Nótese el carácter primario de los productos locales que aumentarían su expansión hacia el jugoso mercado chino. 

A cambio, el gobierno argentino reconoció a China como “economía de mercado”. Esto aborta la capacidad de la Argentina de poder hacer uso de herramientas de protección antidumping. La imposibilidad de recurrir a mecanismos que protejan la producción interna en contra de los productos chinos no es un detalle menor, sobre todo si observamos que casi el 32% de las medidas antidumping tomadas por la Argentina se dirigen contra productos de origen Chino. Sólo por comparar, las medidas de esta índole contra los productos de EE.UU representa al 6,8% y un porcentaje idéntico son las que se aplica a los bienes brasileños (C 15/11). 

Si bien es cierto que tanto Chile como Brasil habían aceptado previamente el carácter de “libre comercio” de la economía china, condicionando así a la decisión del gobierno nacional, es fundamental reconocer que una fracción de la burguesía instalada en la Argentina condujo la profundización del vínculo con el país asiático expresada en la firma de los acuerdos bilaterales. 

En el mes de julio una extensa comitiva integrada por un centenar de empresarios locales, la primera plana del gabinete de Kirchner, el propio Presidente y los gobernadores de las provincias más importantes, desembarcaba en China para asistir, a ritmo frenético, a decenas de encuentros con representantes del capital chino. En ese contexto, el 4 de julio, el entonces Secretario de Comercio Internacional, Martín Redrado, escribía en el suplemento Económico de Clarín: “esta misión que sumó a representantes de 270 empresas de todo el país, fue la más importante de nuestra historia, en la medida en que permitió implementar integralmente una política comercial que […] está integrando el conjunto de nuestras áreas productivas con las de aquellos países que poseen complementariedad comercial con el nuestro.” Más adelante Redrado repetía el concepto que subrayamos recién: “complementariedad comercial […] donde coincide la especialización exportadora de nuestro país con la especialización importadora de esta potencia del siglo XXI” (C 4/7). 

A la luz de este artículo del ahora presidente del Banco Central, se diluye, cuando menos, el carácter “sorpresivo” de los acuerdos con China. Pero menos sorpresivos nos parecerán aún si consideramos la retrospectiva anécdota que nos relata el columnista estrella del suplemento Rural de Clarín, Héctor Huergo: “Hace seis años estuvimos en China, en una gira de máximo nivel, acompañando a Jorge Castro, por entonces secretario de Planeamiento Estratégico del último año del gobierno de Menem. En este momento China representaba poco en el mundo sojero. Compraba 2 millones de toneladas de poroto, el 7% de la producción. Pero se percibía que sus necesidades crecerían de manera exponencial [...]. Teníamos razón: cinco años después, en 2004, los chinos compraban 20 millones de toneladas.” La recomendación final de Huergo no puede ser otra que la de profundizar la especialización sojera del país: “la cuestión no es solo buscar otras cosas para venderle a los chinos, sino consolidar este negocio [...] el negocio de la soja” (C 13/11). 
La importancia de la política hacia oriente también estuvo marcada por el presidente de la Sociedad Rural, Luciano Miguens, para quien: el acuerdo generó expectativas muy importantes. El campo es muy competitivo, más allá de que competir con China es difícil, por la escala de su economía” (LN 19/11). Al mismo tiempo, el titular de la Cámara Argentina de Comercio, Carlos de la Vega, coincidía: “El acuerdo aumentará las exportaciones argentinas. Abrirá mercados que hasta ahora estaban cerrados por razones sanitarias” (LN 19/11). 

Poco a poco comienza a comprenderse con mayor claridad aquel artículo de sentido estratégico escrito por Jorge Castro y publicado en La Nación (citado en el Análisis n° 47) en donde se aseveraba la existencia de una nueva burguesía nacional, alejada del proteccionismo estatal, hija de un arduo proceso de reconversión que la convirtió en un sector internacionalmente competitivo, especializada centralmente en la producción agroalimentaria. Castro también vindicaba allí la especialización de la producción orientada hacia la conquista de nichos propios en el mercado mundial. Nichos que se condicen con los espacios abiertos en el mercado chino y cuya conquista implica la contraparte necesaria: el abandono del execrable proteccionismo estatal interno. Entonces, la conquista del nicho implica la apertura de la economía argentina, que en este caso se expresó en el reconocimiento ofical de China como país de “economía de mercado”. 

Pero a las por demás significativas categorías de complementariedad (en relación con la economía china) y especialización; y al desprecio de la protección, se opuso una fracción de la burguesía organizada al interior de la Unión Industrial Argentina. La entidad le reclamó al gobierno que le permita controlar directamente la ejecución de los mecanismos de protección, referidos a una parte de la producción industrial nacional. En una solicitada publicada en Clarín y La Nación del día 25/11, la UIA firmaba: “Ante la realidad de los convenios con China, hoy necesitamos conocer y participar en la definición de los instrumentos de protección a la industria nacional. Los sectores primariamente afectados son todos los que conforman las manufacturas argentinas.” Es muy significativo que lejos de pensar a las herramientas de protección como mecanismos coyunturales–transitorios, los industriales, reconociendo la insalvable diferencia entre la producción china y la argentina, propongan que “El tiempo de vigencia de estos regímenes no puede ser de corto plazo, buscando una hipotética convergencia de la Argentina a los costos y productividad de China” (C 25/11).

Pero, con excepción de la propuesta realizada en la solicitada, los capitales más concentrados que dirigen la Unión Industrial no intervinieron en la medida en que sí lo hicieron las cámaras mas pequeñas. Así, en los medios, se publicó solamente la voz de los dirigentes empresariales de aquellas ramas de la industria, digamos, “menores” y amenazadas por el inminente aluvión de productos chinos: textiles, calzado, juguetes, metal. 

Como veremos más adelante, al interior de la UIA se tensó la disputa entre la dirección encabezada por las industrias alimenticias y la fracción denominada Industriales, conducida por Techint. 

Por el momento, entonces, el enfrentamiento en torno a los negocios firmados con China continuó siendo protagonizado por dos contrincantes de fuerza severamente desigual. El mejor ejemplo de la pelea se expuso públicamente en el mes de junio, cuando nueve organizaciones textiles, con apoyo de los gremios de trabajadores, acusaban al presidente del gigante exportador Cargill –Héctor Marsili– de pretender “que el Gobierno entregue como moneda de cambio a la industria textil, por commodities”. En ese entonces la respuesta lapidaria de Marsili fue que la Argentina no puede “tener como hobby desarrollar industria ineficiente” (citado en el Análisis n°49 p.20). 

Finalmente, dos amplios nucleamientos se presentaron públicamente, diciendo sintetizar, cada uno de ellos, la nueva unidad entre el agro y la industria. 

El Nuevo Campo argentino: hacia la construcción de consenso
No obstante el exabrupto del hombre de Cargil –quien no dudó en tildar de hobby a la industria textil local–, los mayores exponentes del campo han salido a difundir una categoría novedosa: la agroindustria. La misma incluye, por supuesto, a grandes propietarios de tierras y productores agrícolaganaderos, pero también a aquellas industrias que procesan, en general de manera mínima, los productos primarios (como por ejemplo las alimenticias). Como la producción se orienta hacia el mercado mundial (los nichos propios, de Castro) los grandes exportadores también participan en unión con las otras fracciones de burguesía. En general los mayores grupos que operan en el área concentran las tres actividades fundamentales: terratenientes, productores e industriales. Tomados al ascenso del ciclo de la soja y alentando la apertura del mercado chino, la unida fracción de burguesía lanzó públicamente la Cadena Agroindustrial. Instancia de organización que nuclea a más de 40 entidades del sector y que salió, como suele decirse, “con los botines de punta”, a propagandizar que la labor de este nuevo campo –competitivo internacionalmente y unido a la industria– explica el crecimiento del país “pos crisis”. 

Los hombres del nuevo campo no sólo se dedicaron a exigir al gobierno que les reduzca gradualmente (hasta su abolición) las retenciones aplicadas a las exportaciones, sino que además encararon la titánica tarea de convencer a la sociedad toda de que es necesario especializar fundamentalmente al país en la producción y exportación de productos derivados de la soja, el trigo, el maíz, el ganado… La conquista del consenso necesario ha llevado, por ejemplo, al ya citado Huergo a cometer el esperpento de afirmar que “el poroto en sí mismo es un producto con alto valor agregado” (C20/11). Increíble pero verdad. 

En la misma jornada de presentación organizada por la Cadena, el reconocido intelectual Natalio Botana expuso el argumento central que los organiza: “La Argentina debiera pasar de ser el granero del mundo para transformarse en la fábrica de alimentos para todo el mundo. […] Para esto hay que desterrar una serie de ideas que no le han hecho bien al país. En esta aurora del nuevo siglo hemos visto el fracaso histórico de una concepción centrada en una falsa confrontación entre el campo y la industria que tuvo resultados negativos para el crecimiento de los argentinos, sentada en un concepto erróneo de la burguesía nacional, que veía al campo orientado a la exportación y a al industria hacia adentro, como elemento de sustitución de importaciones. Costó mucho salir de esta trampa” (C 18/11). 

En contra de este agrupamiento que se dispone a conducir la política económica del país, fue presentado públicamente el grupo Campo-Industria para Producción, Empleo y Competitividad (Cipec). El Cipec está encabezado por una de las fracciones de la UIA, opuesta a la conducción formal de la entidad (en manos de las alimenticias). Se trata del grupo autodenominado Industriales y cuya dirección ejerce la Organización Techint. A ésta se suman, dentro del Cipec, hombres de SanCor, Arcor, Peugeot, la Unión Industrial de Buenos Aires, la más chica Asociación de Cooperativas Argentinas y de manera muy significativa las más pequeñas cooperativas del agro, nucleadas en la Confederación Intercooperativa Agropecuaria (Coninagro). Así, ante la unidad entre el campo y la industria de la Sociedad Rural y las alimenticias, Techint respondió con la unidad de la industria y el campo, expresado en las amenazadas cooperativas de pequeños propietarios. 

Pero lo más sintomático de este último agrupamiento es la participación directiva de Aldo Ferrer, uno de los artífices del Plan Fénix y director de la novísima petrolera estatal Enarsa. Cabe agregar que a la presentación pública del Cipec asistió el ministro de Economía Roberto Lavagna, quién además de criticar los reclamos lanzados en materia de retenciones por la Sociedad Rural, expuso: “La Argentina no va a competir en el mundo sobre la base de bajos salarios. Tiene que competir con recursos humanos y recursos naturales” (LN 1/12). Falaz o no, el argumento expresa la manera en que esta otra fracción de la burguesía instalada en el país intenta generar consenso de cara a la pauperizada sociedad argentina.

Coyuntura política

“Superpoderes” y Emergencia Económica: para negociar la deuda, todo.

La unidad de la burguesía local, a la que hacemos referencia más arriba, en cuanto al frente externo más acuciante -la negociación de la deuda en default- se expresa en el plano político en el apoyo que brinda el margen de acción necesario a quienes encabezan dicha negociación, es decir, al gobierno de turno. En este sentido, en el Congreso de la Nación fueron aprobados dos elementos esenciales. El primero de ellos refiere a lo que se denominó “superpoderes”. Se trata, en realidad, de otorgarle al poder ejecutivo ciertas facultades, como el manejo discrecional de partes importantes del presupuesto nacional, sin necesidad del previo debate y aprobación en el Congreso. El criterio manejado para ello es que la crisis económica y política en la que está inmersa la Argentina requiere de decisiones rápidas, evitando las redes legislativas que prolongan los periodos de discusión y muchas veces, traban incluso la expedición de leyes. El segundo elemento es la prórroga otorgada –por segunda vez desde que se sancionó en enero de 2002- de la Ley de Emergencia Económica. Nuevamente se trata de otorgarle al Ejecutivo una serie de atribuciones que le permiten actuar sin necesidad de paso previo por el Congreso sobre el sistema cambiario y financiero, sobre la distribución del ingreso con medidas como la doble indemnización y los aumentos salariales generalizados, rediscutir los términos de los contratos y tarifas con las empresas de servicios públicos, y, por supuesto, encabezar la negociación de la deuda en default desde enero del 2002.

En este sentido, nuevamente la Iglesia nacional volvió a pronunciarse en torno a la importancia que tiene mostrar unidad ante el frente externo, pidiendo nuevamente a la dirigencia política que modere los enfrentamientos internos. En esta oportunidad, fue el presidente de la Comisión Pastoral Social, monseñor Carmelo Gianquinta, quien calificó a la deuda como “un peso”, al tiempo que estimó que “un aligeramiento nos daría un resuello” (LN 13/11).

Hasta aquí, si bien ambos hechos generaron un acalorado debate en los recintos legislativos entre el PJ y los partidos más pequeños que apoyan a Kirchner, por un lado, y la oposición encabezada por el radicalismo –junto a los bloques que conducen sus ex partidarios Elisa Carrió y Ricardo López Murphy respectivamente-, por el otro, lo cierto es que la unidad mencionada tuvo su expresión política en la aprobación de ambos proyectos. Sin embargo, en la política doméstica, los diferentes frentes continúan su construcción de fuerzas, con las miras puestas ya en las elecciones legislativas de 2005. Y, sobre todo, en la disputa por el principal distrito electoral: la provincia de Buenos Aires.

Cuando todo parece pasar por el PJ

En la necesidad de la construcción de estas fuerzas, durante noviembre fueron significativas las idas y venidas entre las facciones conducidas por Ricardo López Murphy (Recrear) y Mauricio Macri (Compromiso para el cambio). Sin embargo, es paradójico cómo aún en la construcción de este espacio, la relación con el PJ resulta fundamental. Los entredichos comenzaron cuando en un acto en la provincia de Buenos Aires, el candidato a Senador López Murphy llamó a armar un frente contra el PJ bonaerense (LN 14/11). Las diferencias con el macrismo quedaron así expuestas, mostrando que un frente común entre las dos fuerzas de centro derecha quedaría condicionado a la relación que el mismo tendría con el PJ: “a lo que no estoy dispuesto, como el quiere, es a recrear una alianza antiperonista” (LN 2/11), había señaló Macri en un reportaje.

Sin embargo, la posibilidad de unidad llegó por el lado del menemismo. Desde esta facción se deslizó la posibilidad de apoyo en la provincia de Buenos Aires al candidato de Recrear, lo que fue visto con buenos ojos por su líder, López Murphy. Ante esto, nuevamente se produjo un acercamiento con Macri, quien parece seducido por contar con el apoyo de los sectores del peronismo opuestos a la alianza entre kirchneristas y duhaldistas (LN 7/11).

Por otro lado, al interior del PJ, la disputa por el poder de conducción entre el kirchnerismo y el duhaldismo se expresa a través de las candidaturas para las elecciones del 2005, sobre todo en la provincia de Buenos Aires. 

Allí, recordemos, el kirchnerismo hace meses que decidió el desembarco de Cristina Fernández de Kirchner como primer candidata a senadora, enfrentándose abiertamente con “Chiche” Duhalde. Durante noviembre, en la construcción de ambas fuerzas, un hecho modificó el tablero. El actual gobernador bonaerense, Felipe Solá, se pronunció abiertamente a favor de la candidatura de Cristina Fernández, señalando que “Chiche” Duhalde tiene “una concepción más antigua de la militancia política” (LN 4/11). 

La respuesta del aparato duhaldista no se hizo esperar, esta vez, en la boca del entonces presidente del PJ bonaerense, Manuel Quindimil: “Felipe fue vicegobernador y gobernador gracias a Duhalde. En la vida hay que ser agradecido. Si él se manejara más cerca del consejo partidario y viniera a las reuniones no se equivocaría tanto” (LN 5/11).

Todo esto era el preludio para un hecho fundamental en la estructura del aparto del PJ bonaerense. El 21 de noviembre se realizaron las elecciones para renovar la conducción partidaria a nivel provincial. En las mismas, como símbolo de unidad y verticalidad, el candidato único a conducir el partido era Eduardo Duhalde, quien fue elegido sin mayores inconvenientes. Sin embargo, por abajo, esta unidad estallaba, perfilándose la conformación de las dos fuerzas conducidas respectivamente por Hilda Duhalde y Cristina Fernández. Veamos algunos de los posicionamientos:

Alberto Balestrini, Intendente de La Matanza: “En el fondo, la diferencia existe en la metodología para llevar adelante las políticas activas que necesita el país. Yo elegiría a la senadora Kirchner porque evidentemente ya lo está haciendo”.

Mario Oporto, director general de Cultura y Educación bonaerense, electo presidente del PJ de Morón tras derrotar al senador duhaldista Horacio Román: “Cristina Fernández de Kirchner es una muy buena candidata para Morón”.

Marcelo Rodríguez, intendente de General Rodríguez: “En la elección local tuve el apoyo del gobernador Solá. En adelante, voy a estar con el gobernador: si Solá la prefiere a Cristina, estaremos ahí”.

 Enrique Slezak, intendente de Ensenada: “Yo estoy con Solá, sería un necio si me peleara con él”.

Jesús Cariglino, intendente de Malvinas Argentinas: “No comparto la opinión de Balestrini. Yo creo que puede sumar mucho una eventual candidatura de la señora de Duhalde”. 

Horacio Román, senador: “Peleé contra una alianza interna que representaba a Kirchner y Solá. En la interna y en la elección general yo juego con Eduardo Duhalde y Hilda Duhalde”. (LN 23/11).

Tras la elección, Eduardo Duhalde asumió la conducción del PJ bonaerense, y renunció en el mismo acto, tal como estaba previsto, cediendo su lugar a José María Díaz Bancalari, titular del bloque de diputados nacionales del PJ, secundado por el intendente de Tres de Febrero, Hugo Curto.

Sin embargo, el hecho significativo del acto fue “la ausencia de Solá y sus 14 representantes en el Consejo, entre ellos, su ministro de Gobierno, Florencio Randazzo, y los intendentes de La Matanza, Alberto Balestrini; de Merlo, Raúl Othacehé; y de La Plata, Julio Alak. Este último debía asumir como vicepresidente segundo, puesto que ahora quedó vacante. [...] Otro dato de la jornada fue la presencia de la vicegobernadora Graciela Giannettasio, lo que no dejó dudas sobre su alineamiento con el ex presidente” (LN 4/12).

Esta pelea, sin duda, irá creciendo con el correr de los próximos meses, polarizando la interna con los peligros de ruptura de la alianza nacional entre duhaldistas y kirchneristas.

Conflicto social

Los principales acontecimientos registrados en el mes de noviembre fueron: 14 jornadas de huelgas parciales; 6 jornadas de marchas y actos; 5 jornada de cortes de ruta, calles, autopistas, puentes y vías; 2 concentraciones frente a edificios públicos; 2 Jornada de bloqueo y/o ocupación de edificios privados (empresas) o boleterías; 1 jornada de toma de edificio público. 

Las organizaciones y agrupamientos que protagonizaron las jornadas fueron: el Movimiento Independiente de Jubilados y Desocupados (4); los trabajadores docentes de la provincia de B.A. – Frente Gremial Docente, Suteba, FEB– (3); trabajadores telefónicos –Foetra– (2); trabajadores judiciales –UEJN– (2); trabajadores de subterráneos (2); Corriente Clasista y Combativa (2); MST – Teresa Vive (2); finalmente con una acción registrada: trabajadores estatales –ATE–, MTD Aníbal Verón, Central de Trabajadores Argentinos, Frente Popular Darío Santillán, partidos de izquierda, Polo Obrero, Bloque Piquetero, CTD Aníbal Verón, Movimiento Teresa Rodríguez, trabajadores ferroviarios –Unión Ferroviaria–, recolectores de basura, ahorristas liderados por el actor cómico Nito Artaza –destacamos la acción realizadas de manera conjunto con el MIJD–, 

Entre las principales demandas y consignas observamos: mejora salarial (12); mejores condiciones laborales (8); trabajo genuino (7); aumento en el monto y/o cantidad de los planes sociales (5); reincorporación de trabajadores despedidos (3); libertad y desprocesamiento de manifestantes y/o militantes (2). Finalmente: rechazo a la represión, la judicialización de la protesta, los crímenes políticos y las leyes represivas; dolarización de los depósitos bancarios; oposición al pago de la deuda externa.

Equipo de trabajo: Claudio Adrianzen, Ezequiel Alfieri, Sebastián Juncal, Julián Kan, Sebastián Ortiz, Mariano Ronzoni, Diego Tavormina, Fabián Ulmann, Alejandro Viegas, Martín Yuchak.
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“Nuestra tarea consiste en reflejar y explicar las transformaciones �que sufre la sociedad en virtud de su propia naturaleza.”


Ibn Jaldum, historiador árabe del siglo XIV











� En las elecciones presidenciales del año 2000 Bush derrotó a Gore por 538 votos en un recuento polémico en el estado de Florida, pese a haber sido superado en la suma de votos totales.


� Los escándalos corporativos como el de Enron, pusieron en cuestión la identificación de los intereses de la nación con los propios de la burguesía.


� Es decir, el gobierno del estado.


� La 15ª enmienda de 1870, tuvo que explicitar la prohibición de negar el derecho al voto por cuestiones de raza o por haber sido esclavos. De todas formas, todas las minorías (principalmente afro americanos) tienen serios obstáculos para ejercer su derecho. Inclusive en numerosos estados, los ex-convictos no están habilitados para votar.


� Sólo los estados de Maine y Nebraska reparten los votos del colegio electoral en forma proporcional.


� La interrelación demografía-crecimiento económico es clara: las regiones más dinámicas absorben mano de obra migrante expulsada de aquellas regiones con menores condiciones para la expansión y oportunidades laborales.


� Principalmente la segunda guerra mundial, al dejar intactas las fuerzas productivas del territorio de EE.UU. permitió ensanchar la ventaja sobre sus rivales.


� En este caso, el término financiero designa a las distintas actividades de índole bancaria, no al estadio de desarrollo de los capitales de determinado grupo económico o corporación.


� En el Análisis Nº 53 se analiza la rama de seguridad y defensa.


� “El control de las principales universidades por la clase superior se consigue mediante apoyo financiero como el de las dotaciones familiares, donaciones personales, fundaciones y donaciones colectivas, así como por intermedio de los fideicomisarios de las juntas directivas”. Domhoff, pág. 112, 1969.


� Lo que supone realizar inversiones significativas en investigación y desarrollo y posteriormente en transformar la cadena de producción.


� Los argumentos de la diplomacia francesa pueden sorprender a quienes se hayan dejado seducir por el discurso “multilateralista” del gobierno francés con relación al tema Irak. Cuando, en la ONU, el representante marfileño acusó a las fuerzas francesas de “disparar contra el palacio presidencial, destruir nuestras fuerzas, balear a civiles desde helicópteros”, el representante francés, Jean-Marc de La Sabliere, se limitó a responder secamente “Francia tiene derecho a tomar represalias. Eso no se discute ” (LF 9-11). 


� En el Análisis de Coyuntura anterior le dedicamos un amplio espacio a la historia del EP-FA-NM.


� La sobreabundancia de productos brasileños en el mercado argentino en los últimos dos años es una muestra de ello.


� Mencionamos las distancias puestas por el futuro ministro con los gobiernos de Cuba y Venezuela y su virtual acercamiento al modelo político y económico de Chile y Brasil. 
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